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  Introducción 

1. El Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal, establecido de 

conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de Derechos Humanos, celebró su 48º período 

de sesiones del 20 al 31 de enero de 2025. El examen de Egipto tuvo lugar en la 14ª sesión, 

el 28 de enero de 2025. La delegación de Egipto estaba encabezada por el ministro de 

Relaciones Exteriores, Emigración y Expatriados Egipcios y presidente del Comité Supremo 

Permanente de Derechos Humanos, Badr Abdelatty. En su 17ª sesión, celebrada el 31 de 

enero de 2025, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre Egipto. 

2. El 8 de enero de 2025, el Consejo de Derechos Humanos eligió al siguiente grupo de 

relatores (troika) para facilitar el examen de Egipto: Argelia, Bulgaria y Kuwait. 

3. Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 15 del anexo de la resolución 5/1 del Consejo 

de Derechos Humanos y en el párrafo 5 del anexo de la resolución 16/21 del Consejo, para 

el examen de Egipto se publicaron los siguientes documentos: 

 a) Un informe nacional/exposición por escrito de conformidad con el 

párrafo 15 a)1; 

 b) Una recopilación preparada por la Oficina del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) de conformidad con el 

párrafo 15 b)2; 

 c) Un resumen preparado por el ACNUDH de conformidad con el párrafo 15 c)3. 

4. Por conducto de la troika se transmitió a Egipto una lista de preguntas preparadas de 

antemano por Argelia, Bélgica, el Canadá, China, los miembros del grupo básico de 

patrocinadores de las resoluciones sobre el derecho humano a un medio ambiente limpio, 

saludable y sostenible Alemania, (Costa Rica, Eslovenia y Maldivas), Cuba, Eritrea, 

Eslovenia, España, los Estados Unidos, Liechtenstein, Portugal, en nombre del Grupo de 

Amigos sobre los mecanismos nacionales para la aplicación, la presentación de informes y 

el seguimiento, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Suecia y Suiza. Esas 

preguntas pueden consultarse en el sitio web del examen periódico universal. 

 I. Resumen de las deliberaciones del proceso de examen 

 A. Exposición del Estado examinado 

5. El jefe de la delegación reafirmó el compromiso de Egipto con el examen periódico 

universal y el Consejo de Derechos Humanos como plataformas esenciales para intercambiar 

conocimientos y fomentar un diálogo constructivo basado en el respeto mutuo y en una 

comprensión de las circunstancias, los retos y los valores de la sociedad. El informe nacional 

detallaba los progresos realizados en la aplicación de las recomendaciones del anterior ciclo 

de examen, reforzando las iniciativas nacionales para mejorar los derechos humanos a pesar 

de las crisis mundiales y los retos regionales. La voluntad política, en el marco de la Nueva 

República, había impulsado avances jurídicos y prácticos en materia de derechos humanos, 

promoviendo la ciudadanía, la democracia y el estado de derecho. 

6. Los compromisos de Egipto en materia de derechos humanos, recogidos en su 

Constitución, se habían procurado hacer realidad mediante la colaboración con la sociedad 

civil y los socios internacionales. Ese enfoque se había centrado en cinco pilares 

fundamentales: 

 a) La Estrategia Nacional de Derechos Humanos (2021-2026). Este plan nacional 

se ajustaba a las recomendaciones internacionales para garantizar un progreso sostenible en 

relación con los derechos humanos; 

  

 1 A/HRC/WG.6/48/EGY/1. 

 2 A/HRC/WG.6/48/EGY/2. 

 3 A/HRC/WG.6/48/EGY/3. 

https://undocs.org/es/A/HRC/WG.6/48/EGY/1
https://undocs.org/es/A/HRC/WG.6/48/EGY/2
https://undocs.org/es/A/HRC/WG.6/48/EGY/3
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 b) Un entorno propicio para la promoción y protección de los derechos humanos. 

Entre las medidas significativas adoptadas figuran el fin del estado de excepción en 2021, la 

reactivación del comité presidencial de indultos, la revisión de las listas de terroristas y el 

cierre del Caso núm. 173, sobre financiación extranjera; 

 c) La protección integral de los derechos. Se había reforzado el derecho a la 

participación política a través del Diálogo Nacional, se había prestado apoyo a las personas 

vulnerables mediante programas socioeconómicos como el proyecto Vida Decente y el 

programa Takaful y Karama, y se había puesto en marcha la iniciativa Bedaya – Un Nuevo 

Inicio para el Desarrollo Humano, que hace hincapié en el empoderamiento y el desarrollo; 

 d) La sujeción a las normas internacionales. Las reformas legales habían incluido 

enmiendas a la normativa sobre la labor de la sociedad civil, la preparación del nuevo 

proyecto de Código de Procedimiento Penal, la activación en 2020 del Comité Supremo 

Permanente de Derechos Humanos y el desarrollo de la filosofía penal, en virtud de la cual 

se habían clausurado un gran número de prisiones y establecido nuevos centros de reforma y 

rehabilitación, en consonancia con las normas internacionales; 

 e) La participación internacional y regional. Egipto había seguido presentando 

informes nacionales y participando activamente en los exámenes globales de los derechos 

humanos. 

7. Además, Egipto había acogido a 10,5 millones de migrantes y refugiados de 

62 nacionalidades, proporcionándoles servicios esenciales e integración social. Egipto 

rechazaba todos los intentos de desplazar o fomentar el traslado o el desarraigo de los pueblos 

de su patria, ya fuera de forma temporal o a largo plazo, de manera que se pusiera en peligro 

la estabilidad y se socavasen las posibilidades de paz y convivencia entre las personas. 

 B. Diálogo interactivo y respuestas del Estado examinado 

8. Durante el diálogo interactivo formularon declaraciones 137 delegaciones. Las 

recomendaciones formuladas durante el diálogo figuran en la sección II del presente informe. 

9. Formularon declaraciones la Arabia Saudita, los Emiratos Árabes Unidos, Eslovaquia, 

Eslovenia, España, el Estado de Palestina, la Federación de Rusia, Filipinas, Kenya, 

Kirguistán, Kuwait, Letonia, el Líbano, Liberia, Libia, Liechtenstein, Lituania, Luxemburgo, 

Macedonia del Norte, Madagascar, Malasia, Malawi, Maldivas, Malí, Marruecos, Mauricio, 

Mauritania, México, Mongolia, Montenegro, Mozambique, Namibia, Nepal, Nicaragua, el 

Níger, Nigeria, Noruega, Nueva Zelandia, Omán, el Reino de los Países Bajos, el Pakistán, 

el Paraguay, el Perú, Portugal, Qatar, el Reino Unido, la República de Corea, la República 

Democrática Popular Lao, la República Unida de Tanzanía, Rumanía, Rwanda, el Senegal, 

Serbia, Sierra Leona, Singapur, Sri Lanka, Sudáfrica, Sudán del Sur, el Sudán, Suecia, Suiza, 

Tailandia, el Togo, Túnez, Turquía, Ucrania, Uganda, el Uruguay, Uzbekistán, Vanuatu, la 

República Bolivariana de Venezuela, el Yemen, Zambia, Zimbabwe, Albania, Alemania, 

Angola, Argelia, Armenia, Australia, Austria, Azerbaiyán, Bahrein, Bangladesh, Belarús, 

Bélgica, el Brasil, Brunéi Darussalam, Bulgaria, Burundi, Bhutan, Cabo Verde, Camboya, 

Camerún, el Canadá, el Chad, Chequia, Chile, Chipre, Colombia, Congo, Costa Rica, 

Côte d’Ivoire, Croacia, Cuba, Dinamarca, Djibouti, el Ecuador, El Salvador, Eritrea, Estonia, 

Eswatini, Etiopía, Finlandia, Francia, el Gabón, Gambia, Georgia, Ghana, Grecia, Guinea, 

Honduras, Hungría, India, Indonesia, la República Islámica de Irán, el Iraq, Irlanda, Islandia, 

Italia, el Japón, Jordania, Kazajstán, la República Democrática del Congo, la República 

Dominicana y la República Popular Democrática de Corea. La versión completa de las 

declaraciones puede consultarse en la transmisión web archivada en el sitio web de las 

Naciones Unidas4. 

10. Durante el diálogo interactivo, la delegación de Egipto declaró que se había 

promulgado una nueva ley para regular el asilo, en consonancia con los compromisos 

internacionales, incluida la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados. La ley aseguraba 

la protección de los refugiados, garantizando sus derechos y libertades. Se había creado un 

  

 4 Véase https://webtv.un.org/en/asset/k1s/k1s1re75k3. 

https://webtv.un.org/en/asset/k1s/k1s1re75k3
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comité nacional para gestionar los asuntos de los refugiados y examinar las solicitudes de 

asilo, con supervisión judicial y dando prioridad a los solicitantes vulnerables. La ley prohibía 

la deportación forzosa, afirmaba la repatriación y el reasentamiento voluntarios y preveía la 

posibilidad de obtener la ciudadanía egipcia. El país había reiterado su compromiso de 

cooperación con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados (ACNUR). 

11. Se habían presentado al Parlamento varios proyectos de ley relacionados con los 

derechos humanos, entre ellos el proyecto de Código de Procedimiento Penal, que 

incorporaba salvaguardias constitucionales y estaba en consonancia con los compromisos 

internacionales. El proyecto introduciría importantes reformas para modernizar el sistema de 

justicia penal, entre ellas reducir la duración de la prisión preventiva, establecer plazos 

máximos al respecto y ordenar la puesta en libertad inmediata al expirar dichos plazos. 

También regularía los procedimientos de apelación, garantizaría la indemnización por 

detención ilegal y ofrecería alternativas a la prisión preventiva, bajo supervisión judicial. El 

proyecto de ley contenía disposiciones para invalidar las declaraciones obtenidas bajo 

coacción, prohibir hacer daño a los detenidos y garantizar que los acusados no fueran 

recluidos fuera de las instalaciones designadas sin autorización judicial. Obligaría a contar 

con representación letrada durante los juicios y prohibiría separar a los acusados de sus 

abogados. Se introduciría un sistema integral de protección de víctimas, denunciantes y 

testigos. 

12. La iniciativa Diálogo Nacional contribuyó a fomentar el debate social y político, 

dando prioridad a la acción nacional mediante mecanismos basados en el consenso. Las 

recomendaciones de la primera fase se habían remitido a las autoridades estatales para su 

examen y aplicación, lo que había conducido a la puesta en libertad de numerosos detenidos 

por recomendación del comité presidencial de indultos. El panorama de los medios de 

comunicación siguió siendo diverso, con más de 580 periódicos, 74 canales por satélite, 

200 plataformas electrónicas y 14 cadenas de radio, todos ellos funcionando bajo un consejo 

independiente sujeto a revisión judicial. 

13. Egipto había defendido el pluralismo político permitiendo a los ciudadanos formar 

partidos mediante notificación a la Comisión de Partidos Políticos. En las últimas elecciones 

parlamentarias habían participado 92 partidos, de los que 13 habían obtenido escaños en la 

Cámara de Representantes y 15 en el Senado. Las elecciones se habían celebrado de forma 

transparente, bajo plena supervisión judicial, con organizaciones de la sociedad civil, medios 

de comunicación y misiones diplomáticas extranjeras supervisando el proceso. De forma 

similar, a las últimas elecciones presidenciales se habían presentado cuatro candidatos; 

habían sido supervisadas por 14.000 jueces en 9.300 colegios electorales, con amplia 

cobertura mediática y seguimiento por parte de organizaciones internacionales y regionales. 

14. La Fiscalía General del Estado había desempeñado un papel central en la investigación 

y el enjuiciamiento de causas penales, protegiendo al mismo tiempo a testigos y víctimas en 

un marco de transparencia y observancia de los compromisos jurídicos internacionales. 

Desde 2020, el trabajo de la Fiscalía había sido totalmente digitalizado. Se habían reforzado 

las garantías jurídicas de los acusados, asegurándose el derecho a la representación legal, el 

derecho a guardar silencio y la posibilidad de ponerse en contacto con la familia. La Fiscalía 

General del Estado había revisado los casos de prisión preventiva para garantizar el 

cumplimiento de las disposiciones legales y había aplicado alternativas siempre que había 

sido posible. Varios acusados de delitos relacionados con el terrorismo habían sido puestos 

en libertad y 716 nombres habían sido retirados de las listas de terroristas tras una revisión 

judicial. Los centros de reforma y rehabilitación habían seguido bajo supervisión activa, con 

inspecciones realizadas en 20 centros y 17 comisarías entre septiembre de 2023 y enero 

de 2025. 

15. Egipto había intensificado su lucha antiterrorista mediante la cooperación nacional e 

internacional, desmantelando con éxito redes de financiación e identificando a grupos 

terroristas, al tiempo que respetaba las normas de derechos humanos. 

16. Entre las medidas adoptadas para mejorar el acceso a la justicia figuraban la 

digitalización de los procedimientos contenciosos, la implantación de la litigación electrónica 

en los tribunales económicos, la ampliación de los sistemas digitales a todas las provincias y 
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la integración electrónica de los tribunales penales con las autoridades competentes. En 

cooperación con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Egipto había establecido 

33 tribunales adaptados a los niños y tribunales modelo en tres provincias, garantizando el 

cumplimiento de las normas internacionales sobre los derechos de los niños durante los 

juicios. Se habían reforzado las capacidades judiciales mediante programas de formación con 

organizaciones como la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT). Se había avanzado en la integración de la 

mujer, con el nombramiento de mujeres en instituciones judiciales clave, como el Alto 

Tribunal Constitucional, el Consejo de Estado y la Fiscalía General del Estado. 

17. La pena de muerte seguía formando parte del marco legal, aplicándose sólo para los 

delitos más graves y sujeta a estrictas garantías jurídicas, incluidas las apelaciones 

obligatorias y la revisión presidencial. 

18. En cuanto a la adhesión a convenios y protocolos y la retirada de reservas, Egipto 

revisaba periódicamente los convenios que no había ratificado, y recientemente había 

aceptado adherirse al Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 

relativo a los Derechos de las Personas de Edad en África y al Protocolo de la Carta Africana 

de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

en África. 

19. Egipto atendía las quejas de los ciudadanos a través de plataformas gubernamentales, 

la Fiscalía General del Estado y entidades de derechos humanos. Se habían creado líneas 

directas especializadas y unidades de derechos humanos en todas las instituciones públicas, 

con funcionarios expresamente encargados de vigilar las violaciones. Entre 2019 y 2024, se 

habían revisado 1.203 denuncias judiciales, que habían dado lugar a medidas disciplinarias y 

procesamientos. La educación en derechos humanos se había integrado en los programas de 

formación de la policía, abarcando temas como las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 

para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) y la lucha contra la violencia 

contra las mujeres. 

20. A pesar de los desafíos mundiales, Egipto había ampliado las medidas de protección 

social, duplicando el gasto público en bienestar hasta alcanzar los 635.000 millones de libras 

en 2024. El programa Takaful y Karama, ahora en su décimo año, dio apoyo a 4,7 millones 

de familias, al tiempo que otras 500.000 familias eran asistidas a través de alianzas con la 

sociedad civil, beneficiándose en total 22 millones de personas. El Parlamento había 

aprobado una ley sobre asistencia social, que introducía ayudas sociales en metálico y 

reforzaba las medidas para combatir el matrimonio precoz y la mutilación genital femenina. 

21. El megaproyecto nacional Vida Digna había obtenido el reconocimiento internacional 

como modelo para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Las iniciativas sanitarias 

del programa “100 millones de personas con salud” se centraron en la eliminación de la 

hepatitis C, la detección de enfermedades no transmisibles y la mejora de la salud materno-

infantil. 

22. Egipto aspiraba al seguro de enfermedad universal, e inicialmente había ampliado la 

cobertura al 35 % para los agricultores, los trabajadores agrícolas, los trabajadores en 

situación irregular y las familias con bajos ingresos. La inversión en educación 

preuniversitaria había aumentado significativamente, pasando de 208.200 millones de libras 

en 2018 a 565.000 millones en 2024, con especial atención a la integración de la educación 

en derechos humanos, la promoción de la tolerancia y el avance de la igualdad de género. 

23. Se habían reforzado los derechos de las personas con discapacidad a través de la 

legislación y de la tarjeta de servicios integrados, destinada a garantizar el acceso a los 

servicios esenciales, habiéndose emitido 1,5 millones de tarjetas hasta diciembre de 2024. En 

2024, Egipto promulgó la Ley núm. 19/2024, de los Derechos de las Personas de Edad, que 

garantizaba sus derechos fundamentales. 

24. Las reformas de la legislación sobre la sociedad civil habían mejorado el marco 

operativo de las organizaciones no gubernamentales (ONG). En virtud de la 

Ley núm. 149/2019, las organizaciones podían inscribirse mediante simple notificación y 

trabajar en diversos ámbitos, y se habían eliminado las sanciones restrictivas. Las 

asociaciones civiles sólo podían disolverse por sentencia judicial. Se había creado la 
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Coalición Nacional para el Trabajo Civil y de Desarrollo, que incorporaba a 36 grandes 

organizaciones de la sociedad civil y a 3.000 asociaciones de base, que atendían 

colectivamente a 5 millones de beneficiarios. Egipto también había seguido desempeñando 

su papel en las labores de ayuda humanitaria en colaboración con la Media Luna Roja 

Egipcia. 

25. Egipto había adoptado importantes medidas para proteger y promover los derechos 

del niño, atendiendo a las necesidades de aproximadamente 40 millones de niños. Se había 

promulgado la Ley núm. 182/2023 para reorganizar el Consejo Nacional para la Maternidad 

y la Infancia y reforzar su independencia. Las campañas de concienciación y los programas 

educativos habían fomentado el uso seguro de Internet y tenían como objetivo proteger a los 

niños del acoso, el abuso y la violencia. 

26. El sistema de protección de la infancia incluía una línea telefónica directa, comités de 

protección de la infancia y unidades especializadas en todas las provincias para tramitar las 

denuncias y proporcionar apoyo social, psicológico y jurídico. Los casos de violaciones 

graves se transmitían a la Fiscalía. La Constitución y el Código Penal prohibían toda forma 

de violencia contra los niños, mientras que la Ley de la Infancia preveía penas más severas 

para los delitos cometidos contra menores. En cuanto a la responsabilidad penal juvenil, los 

menores de 12 años quedaban exentos de enjuiciamiento, se preveían medidas alternativas 

para los menores de 15 años y se prohibía imponer condenas severas, como la pena de muerte, 

la cadena perpetua o las penas agravadas, a menores de 15 a 18 años. 

27. Iniciativas nacionales, como el Parlamento de los Niños egipcio, programas de 

capacitación de las niñas y campañas educativas reforzaban los derechos de la infancia. 

Egipto garantizaba la inscripción de los nacimientos de todos los niños, incluidos los no 

nacionales, y el Consejo Nacional para la Maternidad y la Infancia actuaba como 

representante legal de los menores no acompañados. El Comité Nacional para la Eliminación 

de la Mutilación Genital Femenina, creado en 2019, había puesto en marcha un plan nacional 

(2022-2026) para integrar campañas de sensibilización y aplicar penas más estrictas a los 

profesionales de la medicina y otras personas implicadas en la práctica de la mutilación 

genital femenina. 

28. Egipto estaba avanzando en el empoderamiento de las mujeres a través de la Estrategia 

Nacional para el Empoderamiento de la Mujer Egipcia 2030, aumentando la representación 

femenina en puestos de liderazgo. Las mujeres ocupaban ahora el 27 % de los escaños en la 

Cámara de Representantes y el 14 % en el Senado. Se había nombrado a mujeres para ocupar 

cargos ministeriales y de dirección en bancos, instituciones públicas y empresas privadas. 

29. Para apoyar el empoderamiento social, Egipto había puesto en marcha iniciativas 

como las campañas de concienciación puerta a puerta, el Proyecto Nacional para el 

Desarrollo de la Familia Egipcia, la iniciativa Bedaya – Un Nuevo Inicio para el Desarrollo 

Humano y el programa de salud de la mujer. El programa Noura, auspiciado por la Primera 

Dama, se dirigía a niñas de 10 a 14 años para fomentar la educación y la sensibilización sobre 

prácticas nocivas. 

30. Se había promulgado un amplio paquete legislativo para proteger a las mujeres de la 

violencia física, sexual, psicológica y económica. Las reformas preveían penas más severas 

para el acoso y la mutilación genital femenina, tipificaban como delito el acoso escolar y 

prohibían la publicación no autorizada de los datos de las víctimas, con el fin de fomentar la 

denuncia. Se había creado una ventanilla única para la protección de la mujer, que ofrecía 

servicios jurídicos, psicológicos y sociales. La Oficina de Denuncias de la Mujer, del Consejo 

Nacional para la Mujer, había recibido 207.000 denuncias y logrado una tasa de resolución 

de casos del 80 % mediante intervenciones legales y sociales. 

31. Egipto había seguido esforzándose por promover los derechos de las personas con 

discapacidad, reforzando el marco legislativo, aumentando la sensibilización y mejorando la 

accesibilidad de los servicios. El fondo “Diferentemente Capaces” proporcionaba recursos 

financieros para programas relacionados con la discapacidad. Se habían asignado nueve 

escaños parlamentarios a personas con discapacidad. El cumplimiento de la cuota de empleo 

del 5 % para trabajadores con discapacidad se había garantizado mediante mecanismos de 

supervisión. Los esfuerzos para mejorar la accesibilidad física habían incluido la adaptación 

del transporte, las dependencias gubernamentales y los tribunales. Un porcentaje de las 
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viviendas de los nuevos proyectos se reservaba a personas con discapacidad. Más de 

1,3 millones de personas se habían beneficiado del programa Takaful y Karama, a través del 

cual se habían proporcionado ayudas en metálico y para el transporte. Además, más de 

305.000 personas habían recibido servicios de rehabilitación a través de 805 centros 

especializados en fisioterapia y logopedia. En materia de educación, 159.000 alumnos con 

discapacidad se habían integrado en 19.000 escuelas, mientras que 587.000 estudiantes 

asistían a 32 universidades con 27 centros para personas con discapacidad. Las universidades 

habían creado facultades de ciencias de la discapacidad para potenciar la investigación y la 

educación. 

32. Egipto había adoptado un enfoque global para combatir la trata de personas y la 

migración ilegal, que integraba la aplicación de la ley penal y la protección de las víctimas. 

El mecanismo nacional de derivación había proporcionado líneas telefónicas de atención, 

servicios de traducción, asistencia sanitaria, apoyo psicológico y refugio. La legislación sobre 

la lucha contra la trata de personas y la migración irregular garantizaba el procesamiento de 

los traficantes al tiempo que protegía a las víctimas. Entre 2019 y 2024, Egipto había puesto 

en marcha 20 campañas de sensibilización y había impartido 75 sesiones de formación para 

agentes de control fronterizo. Un acuerdo de cooperación con Italia había permitido crear un 

centro africano de formación sobre prevención de la migración irregular. 

33. La tasa de desempleo se había reducido hasta el 6,7 % en 2024, con 900.000 jóvenes 

que se incorporaban anualmente a la población activa. Una unidad central dependiente del 

Ministerio de Trabajo promovía la igualdad de género y abordaba el acoso en el lugar de 

trabajo. El plan nacional para promover la igualdad de género en el empleo tenía como 

objetivo reducir la tasa de desempleo entre las mujeres en un 2 % anual. 

34. Los derechos sindicales se habían reforzado mediante enmiendas a la legislación 

pertinente para eliminar las penas de prisión y reducir los requisitos de afiliación para 

constituir sindicatos. Se había presentado al Parlamento una nueva ley laboral, elaborada en 

cooperación con la OIT, que introduciría protecciones para los trabajadores, por ejemplo, 

prohibiendo el trabajo forzoso y el despido arbitrario, garantizando el derecho a la huelga, 

prohibiendo la violencia y el acoso en el lugar de trabajo, ampliando las protecciones sociales 

para los trabajadores irregulares y mejorando la normativa sobre seguridad y salud laboral. 

35. En cuanto a la libertad de los medios de comunicación y los corresponsales 

extranjeros, Egipto había acogido en los últimos 18 meses a 1.000 corresponsales extranjeros 

de 45 países y 210 medios de comunicación, lo que garantizaba la plena libertad profesional. 

El Servicio de Información del Estado había facilitado el acceso a 105 delegaciones de 

periodistas, en las que habían participado 800 representantes de medios de comunicación 

extranjeros. 

36. El Diálogo Nacional, iniciado en abril de 2022, había contado con la participación de 

partidos políticos, sindicatos profesionales, organizaciones de la sociedad civil y grupos de 

derechos humanos. El Consejo de Síndicos del Diálogo Nacional, de mayoría opositora, 

supervisaba los debates y tomaba las decisiones por consenso. El diálogo había abarcado 

cuestiones políticas, sociales y económicas, y se habían celebrado 105 sesiones públicas que 

habían dado lugar a la presentación de 136 recomendaciones al Presidente, junto con 

96 propuestas económicas y 24 recomendaciones sobre la detención preventiva. 

37. El Presidente y el Gobierno habían avanzado en las reformas legislativas, modificando 

la legislación sobre prisión preventiva y aplicando programas sociales. Como resultado, se 

había indultado a 25 presos y se había puesto en libertad a más de 1.500 detenidos en prisión 

preventiva. 

38. El Comité Supremo Permanente de Derechos Humanos había clasificado las 

recomendaciones sobre derechos humanos de los exámenes internacionales, las había 

asignado a las autoridades competentes y había establecido una hoja de ruta para su 

aplicación. Se había utilizado una base de datos de derechos humanos, desarrollada con el 

ACNUDH, para hacer un seguimiento de todas las recomendaciones formuladas a Egipto por 

los órganos de vigilancia de los tratados. 

39. En el período comprendido entre 2021 y 2024, Egipto había presentado informes 

nacionales a organismos internacionales, como el Comité para la Eliminación de la 
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Discriminación contra la Mujer, el Comité de Derechos Humanos, el Comité contra la 

Tortura, el Comité de los Derechos del Niño, el Comité de Protección de los Derechos de 

Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, así como un informe relativo a la Carta Árabe de 

Derechos Humanos. Además, en 2023, Egipto había presentado un informe voluntario de 

mitad de período en el marco del examen periódico universal. 

40. En cuanto a las desapariciones forzadas, la secretaría técnica del Comité Supremo 

Permanente de Derechos Humanos había coordinado los esfuerzos del Ministerio del Interior 

y de la Fiscalía General del Estado en las investigaciones, lo que había permitido actualizar 

86 casos en 2024. La delegación había facilitado aclaraciones sobre dos casos, a petición de 

Italia, Luxemburgo y el Reino Unido: en el primer caso, relativo a un ciudadano egipcio, se 

habían garantizado las debidas garantías procesales y el individuo en cuestión estaba 

cumpliendo actualmente una condena de cinco años en aplicación de una sentencia judicial; 

y en el segundo caso, la autoridad egipcia competente había emprendido todas las medidas 

de investigación y cooperado plenamente con su homóloga extranjera. 

41. En conclusión, el jefe de la delegación declaró que Egipto examinaría y consideraría 

cuidadosamente todas las recomendaciones del examen, con el objetivo de apoyar los 

esfuerzos nacionales para hacer avanzar los derechos humanos. El Gobierno reconocía el 

apoyo de la oficina del ACNUDH y el papel de las organizaciones de la sociedad civil en la 

promoción de los derechos humanos. Egipto reafirmaba su compromiso político con sus 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, dirigidas a mejorar el 

bienestar de los ciudadanos. 

 II. Conclusiones y/o recomendaciones 

42. Las siguientes recomendaciones serán examinadas por Egipto, que les dará 

respuesta a su debido tiempo, pero a más tardar en el 59º período de sesiones del 

Consejo de Derechos Humanos: 

42.1 Considerar la posibilidad de adherirse a instrumentos internacionales de 

derechos humanos de los que aún no es parte (Paraguay); 

42.2 Considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 

(Mongolia); 

42.3 Seguir cooperando con los mecanismos internacionales de derechos 

humanos y considerar la posibilidad de ratificar la Convención Internacional 

para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 

(Angola); 

42.4 Redoblar sus esfuerzos para ratificar la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas (República 

de Corea); 

42.5 Ratificar la Convención Internacional para la Protección de Todas las 

Personas contra las Desapariciones Forzadas (Côte d’Ivoire) (Croacia) (Francia) 

(Gambia) (Ghana) (México) (Macedonia del Norte) (Sudán del Sur) (Ucrania); 

42.6 Ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Côte d’Ivoire) 

(Chequia) (Dinamarca) (Estonia) (Ghana) (Madagascar) (Macedonia del Norte) 

(Eslovenia) (Ucrania); ratificar y aplicar el Protocolo Facultativo de la 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes (Suecia); 

42.7 Ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y 

Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (Liechtenstein); 
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42.8 Considerar la posibilidad de ratificar el Protocolo Facultativo de la 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes (Chipre); 

42.9 Ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte (Chequia) 

(Estonia) (México) (España) (Uruguay); 

42.10 Abolir la pena de muerte y ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de 

muerte (Islandia); 

42.11 Ratificar la Convención Internacional sobre la Protección de los 

Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 

(Côte d’Ivoire) (Gambia); 

42.12 Considerar la posibilidad de adherirse al Protocolo Facultativo de la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer (Eswatini) (Rwanda); 

42.13 Ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Côte d’Ivoire) 

(Namibia); finalizar la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

(República Democrática del Congo); 

42.14 Considerar la posibilidad de ratificar el Protocolo Facultativo de la 

Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de 

comunicaciones (Rwanda); 

42.15 Finalizar la ratificación del Protocolo Facultativo de la Convención 

sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones 

(República Democrática del Congo); ratificar el Protocolo Facultativo de la 

Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de 

comunicaciones (Namibia); 

42.16 Considerar la posibilidad de ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Rwanda); 

42.17 Ratificar el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (Ecuador) (Namibia); 

42.18 Ratificar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 

(Liechtenstein); 

42.19 Ratificar la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la 

Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961 (Togo); 

42.20 Ratificar el Convenio de la OIT sobre la Violencia y el Acoso, 2019 

(núm. 190), para mejorar la protección contra la violencia y el acoso contra las 

mujeres en el lugar de trabajo (Dinamarca); 

42.21 Considerar la posibilidad de ratificar el Convenio de la OIT sobre la 

Violencia y el Acoso, 2019 (núm. 189) (Mauricio); 

42.22 Revisar la Ley del Estatuto Personal y el Código Penal para seguir 

modificando o suprimiendo los artículos que discriminan contra la mujer, 

inclusive levantando la reserva al artículo 16 de la Convención sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Suecia); 

42.23 Seguir esforzándose por presentar los informes periódicos atrasados a 

los órganos de tratados y garantizar la presentación regular de los informes 

nacionales en el futuro (Viet Nam); 

42.24 Seguir mejorando su marco institucional de derechos humanos, en 

particular mediante el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en 

materia de derechos humanos (Japón); 
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42.25 Cursar una invitación abierta y permanente a los titulares de mandatos 

de procedimientos especiales del Consejo de Derechos Humanos para que visiten 

el país (Colombia) (Paraguay); 

42.26 Considerar la posibilidad de cursar una invitación permanente a los 

titulares de mandatos de procedimientos especiales del Consejo de Derechos 

Humanos (Letonia); 

42.27 Considerar la posibilidad de invitar a otros relatores especiales a realizar 

visitas oficiales al país (Guinea); 

42.28 Considerar la posibilidad de cursar invitaciones para que relatores 

especiales visiten el país, a fin de evaluar los resultados logrados en el marco de 

la Estrategia Nacional de Derechos Humanos (El Salvador); 

42.29 Reforzar su diálogo con los procedimientos especiales del Consejo de 

Derechos Humanos (Marruecos); 

42.30 Acelerar la finalización y presentación de sus informes pendientes al 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y al Comité para la 

Eliminación de la Discriminación Racial (Kenya); 

42.31 Continuar la cooperación con el ACNUDH a fin de reforzar la capacidad 

de los funcionarios públicos para promover y proteger los derechos humanos 

(República de Corea); 

42.32 Adoptar una definición de tortura acorde con el artículo 1 de la 

Convención contra la Tortura y tipificar como delito la desaparición forzada 

(Colombia); 

42.33 Mantener los valiosos compromisos de Egipto para combatir y prevenir 

la migración ilegal, incluidos los derivados de los acuerdos internacionales 

pertinentes (Hungría); 

42.34 Seguir trabajando en la concienciación sobre la importancia de respetar 

la diversidad religiosa y cultural y los valores de tolerancia y coexistencia entre 

los distintos segmentos de la sociedad, especialmente en las zonas rurales 

(Marruecos); 

42.35 Redoblar los esfuerzos para concienciar a la sociedad sobre la cultura de 

los derechos humanos (Jordania); 

42.36 Redoblar los esfuerzos con miras a promover una cultura de los derechos 

humanos, especialmente entre el personal encargado de hacer cumplir la ley y 

los empleados públicos (Bangladesh); 

42.37 Incrementar las evaluaciones de derechos humanos y los programas de 

formación en cooperación con organizaciones de la sociedad civil (Iraq); 

42.38 Aplicar la Estrategia Nacional de Derechos Humanos (2021-2026) 

anunciando su programa ejecutivo y dotándola de recursos humanos y 

financieros suficientes (Líbano); 

42.39 Seguir aplicando la Estrategia Nacional de Derechos Humanos 

(2021-2026) y haciendo realidad sus objetivos (Libia); 

42.40 Seguir aplicando la Estrategia Nacional de Derechos Humanos (Sudán); 

42.41 Reforzar la aplicación de la Estrategia Nacional de Derechos Humanos, 

especialmente en los ámbitos de los derechos civiles y políticos, y la educación y 

el fomento de la capacidad en materia de derechos humanos (Tailandia); 

42.42 Seguir aplicando la primera Estrategia Nacional de Derechos Humanos 

(Túnez); 

42.43 Seguir intensificando sus esfuerzos para aplicar la Estrategia Nacional 

de Derechos Humanos (2021-2026), en particular mediante la colaboración con 

las partes interesadas pertinentes (Japón); 
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42.44 Proseguir los esfuerzos para aplicar la Estrategia Nacional de Derechos 

Humanos y desarrollar mecanismos de seguimiento y evaluación para garantizar 

la consecución de sus objetivos (Bahrein); 

42.45 Seguir evaluando periódicamente la aplicación del Diálogo Nacional y 

realizar el seguimiento correspondiente (Türkiye); 

42.46 Permitir que el Consejo Nacional de Derechos Humanos funcione 

respetando plenamente los principios relativos al estatuto de las instituciones 

nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de 

París), en particular en lo que respecta a su independencia, eficacia y 

transparencia (Dinamarca); 

42.47 Adoptar medidas concretas para reforzar la independencia del Consejo 

Nacional de Derechos Humanos, de modo que pueda recuperar la categoría A 

como entidad reconocida por la Alianza Global de Instituciones Nacionales de 

Derechos Humanos (Portugal); 

42.48 Reforzar la independencia y la capacidad del Consejo Nacional de 

Derechos Humanos de acuerdo con los Principios de París (Gambia); 

42.49 Seguir reforzando sus instituciones nacionales de derechos humanos, en 

particular garantizando la plena aplicación de la Ley núm. 182/2023 (Kenya); 

42.50 Seguir apoyando a la institución nacional de derechos humanos en el 

desempeño de su función de acuerdo con los Principios de París (Malasia); 

42.51 Culminar el proceso de reforma de la institución nacional de derechos 

humanos de conformidad con los Principios de París (Senegal); 

42.52 Seguir apoyando la labor del Consejo Nacional de Derechos Humanos 

(Cuba); 

42.53 Intensificar los esfuerzos para garantizar la eficacia de las instituciones 

nacionales de derechos humanos y los consejos nacionales especializados 

(Turquía); 

42.54 Establecer un mecanismo nacional de prevención plenamente operativo 

(Montenegro); 

42.55 Establecer un mecanismo nacional permanente para la aplicación, la 

presentación de informes y el seguimiento de las recomendaciones sobre 

derechos humanos, considerando la posibilidad de recibir cooperación con ese 

fin (Paraguay); 

42.56 Considerar la posibilidad de ampliar sus mecanismos de denuncia de 

violaciones de derechos humanos, basándose en los canales existentes, como el 

Consejo Nacional de Derechos Humanos, para garantizar una mayor 

accesibilidad y eficacia en beneficio de todos los ciudadanos (Kenya); 

42.57 Considerar la conveniencia de crear una comisión independiente de 

lucha contra la discriminación (Sudáfrica); 

42.58 Crear una comisión independiente de lucha contra la discriminación, de 

conformidad con el artículo 53 de la Constitución (México); 

42.59 Acelerar los esfuerzos para establecer una comisión nacional 

independiente sobre no discriminación, de conformidad con el artículo 53 de la 

Constitución (Pakistán); 

42.60 Considerar la aprobación de una legislación exhaustiva contra la 

discriminación (Togo); 

42.61 Seguir combatiendo las diversas manifestaciones de violencia y 

discriminación por motivos religiosos (Federación de Rusia); 

42.62 Aplicar políticas que promuevan la igualdad de género y protejan los 

derechos de las minorías religiosas y étnicas (Mozambique); 
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42.63 Considerar la implementación de mecanismos que garanticen la no 

discriminación de mujeres y niñas (Perú); 

42.64 Adoptar medidas significativas para eliminar la discriminación contra 

las mujeres y las niñas (Letonia); 

42.65 Considerar la posibilidad de elaborar y adoptar una legislación global 

contra la discriminación que proporcione una protección plena y efectiva contra 

la discriminación en todos los ámbitos (Bulgaria); 

42.66 Seguir adoptando medidas para eliminar todas las formas de 

discriminación, en particular apoyando la difusión de una cultura de igualdad y 

no discriminación a través de las instituciones educativas y culturales y los 

medios de comunicación (Grecia); 

42.67 Garantizar que nunca se imponga la pena de muerte en violación del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Chequia); 

42.68 Respetar el derecho a la vida y, por tanto, garantizar que no se imponga 

la pena de muerte y, como primer paso, establecer una moratoria oficial 

(Austria); 

42.69 Promover el debate parlamentario para ajustar los tipos de delitos 

punibles con la pena de muerte y la edad mínima de las personas susceptibles de 

ser ejecutadas, de conformidad con el artículo 6, párrafos 2 y 5, del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con miras a su reducción y a la 

abolición gradual de la pena de muerte (Paraguay); 

42.70 Limitar la pena de muerte a los delitos más graves según el derecho 

internacional y abolirla para los menores, de acuerdo con las obligaciones 

internacionales de Egipto (Suiza); 

42.71 Reducir el número de delitos que pueden ser castigados con la pena de 

muerte y fomentar el debate público sobre una moratoria (Chile); 

42.72 Establecer una moratoria oficial sobre la pena de muerte y, mientras 

tanto, reducir el número de delitos a los que se aplica la pena de muerte y limitar 

su aplicación solo a los delitos más graves definidos en el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (Australia); 

42.73 Modificar el artículo 122 de la Ley de la Infancia, revisar todas las 

condenas a pena de muerte y conmutar todas las penas de muerte impuestas a 

delincuentes juveniles para garantizar que ninguna persona menor de 18 años 

en el momento de cometer el delito sea condenada a muerte (Bélgica); 

42.74 Reducir el número de delitos punibles con la pena de muerte y modificar 

el artículo 122 de la Ley de la Infancia para proteger a los niños de la pena de 

muerte (Portugal); 

42.75 Proseguir los esfuerzos para revisar el marco de delitos punibles con la 

pena de muerte en consonancia con los objetivos de la Estrategia Nacional de 

Derechos Humanos (Guinea); 

42.76 Considerar la abolición de la pena de muerte, o al menos establecer una 

moratoria como medida inicial (Mozambique); considerar la posibilidad de 

establecer una moratoria sobre la pena de muerte con vistas a su eventual 

abolición (Sierra Leona); 

42.77 Establecer inmediatamente una moratoria oficial de las ejecuciones y 

conmutar todas las condenas a muerte con miras a abolir la pena capital 

(Liechtenstein); 

42.78 Establecer una moratoria sobre la pena de muerte, con vistas a abolirla 

(Finlandia); 

42.79 Establecer una moratoria de las ejecuciones con vistas a abolir la pena 

de muerte (Nueva Zelandia); 
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42.80 Establecer una moratoria sobre la aplicación de la pena de muerte con 

vistas a su abolición (Albania); aplicar inmediatamente una moratoria de todas 

las ejecuciones con miras a abolir la pena de muerte (Croacia); establecer una 

moratoria sobre el uso de la pena de muerte, con vistas a su abolición permanente 

(Luxemburgo); decretar una moratoria sobre la pena de muerte, con vistas a su 

abolición (Colombia); establecer una moratoria sobre la pena de muerte con 

vistas a su abolición definitiva (Francia); establecer una moratoria sobre la 

aplicación de la pena de muerte (Italia); establecer una moratoria sobre la pena 

de muerte (Eslovenia); establecer una moratoria oficial sobre la pena de muerte 

con vistas a su eventual abolición (Ucrania); 

42.81 Establecer una moratoria oficial sobre el uso de la pena de muerte 

(Estonia); 

42.82 Aprobar una moratoria sobre la pena de muerte, como paso previo a su 

abolición (España); 

42.83 Imponer una moratoria sobre la pena de muerte con vistas a abolirla 

(Noruega); 

42.84 Imponer una moratoria sobre la pena de muerte y, al menos, reducir 

significativamente el número de delitos que pueden dar lugar al uso de la pena 

de muerte (Alemania); 

42.85 Abolir la pena de muerte y aplicar una moratoria inmediata a todas las 

ejecuciones y a la imposición de la pena capital mientras tanto (Irlanda); 

42.86 Poner en libertad a todos los presos condenados que ya hayan cumplido 

su pena (Costa Rica); 

42.87 Poner en libertad a las personas en prisión preventiva transcurrido el 

plazo máximo legal de dos años y garantizar que el Código de Procedimiento 

Penal cumpla las normas internacionales de derechos humanos (Suiza); 

42.88 Poner en libertad a todas las personas detenidas por ejercer 

pacíficamente su derecho a la libertad de asociación o su derecho a la libertad de 

expresión o detenidas únicamente por vínculos reales o percibidos con partidos 

o grupos políticos (Nueva Zelanda); 

42.89 Poner en libertad a todos los detenidos por ejercer su derecho a la 

libertad de expresión y levantar las restricciones impuestas a los sitios web de 

noticias y medios sociales, de conformidad con el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 

42.90 Poner en libertad sin demora a Alaa Abd el-Fattah y a todos los demás 

defensores de los derechos humanos encarcelados por ejercer su libertad de 

expresión (Luxemburgo); 

42.91 Poner en libertad al defensor de los derechos humanos Alaa Abd 

el-Fattah (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 

42.92 Intensificar los esfuerzos para enmendar el Código de Procedimiento 

Penal, con el fin de reforzar las alternativas a la detención preventiva 

(Marruecos); 

42.93 Establecer organismos independientes para investigar la tortura, las 

desapariciones y las deficientes condiciones de detención (Austria); 

42.94 Crear mecanismos de rendición de cuentas por desapariciones forzadas 

resultantes de acciones ilegales de las fuerzas de seguridad (España); 

42.95 Investigar eficazmente y procesar a los agentes de policía en los casos de 

tortura, uso de la fuerza y malos tratos (Federación de Rusia); 

42.96 Investigar todas las denuncias de tortura y malos tratos infligidos por 

agentes del Estado y velar por que los presuntos autores rindan cuentas 

(Luxemburgo); 
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42.97 Velar por que todas las denuncias de tortura y malos tratos sean 

investigadas de manera rápida, eficaz e imparcial por un órgano independiente, 

y por que los autores sean debidamente juzgados y castigados adecuadamente 

(Liechtenstein); 

42.98 Poner fin al uso excesivo de la detención preventiva y a la práctica ilegal 

de reabrir casos arbitrariamente (el llamado reciclaje) y garantizar los derechos 

de los presos, incluido el acceso a abogados y a tratamiento médico (Alemania); 

42.99 Redoblar los esfuerzos para prevenir y combatir todas las formas de 

tortura y malos tratos, garantizando que los responsables rindan cuentas, 

incluidos los autores del brutal asesinato de Giulio Regeni (Italia); 

42.100 Garantizar que no se retiene a ningún detenido sin cargos y reducir la 

duración máxima de la detención preventiva a 48 horas (Zambia); 

42.101 Reforzar las medidas para garantizar que las condiciones en las 

cárceles sean compatibles con las Reglas Nelson Mandela (Sudáfrica); 

42.102 Seguir adoptando medidas eficaces para mejorar la situación en el 

ámbito penitenciario (Federación de Rusia); 

42.103 Revisar la definición de terrorismo que figura en la Ley núm. 94/2015, 

contra el terrorismo, y armonizarla con las normas internacionales de derechos 

humanos (México); 

42.104 Revisar la legislación antiterrorista y el proyecto de Código de 

Procedimiento Penal para garantizar su conformidad con el derecho 

internacional de los derechos humanos (Irlanda); 

42.105 Revisar su legislación y medidas antiterroristas para garantizar que se 

abordan los delitos de carácter exclusivamente terrorista (Chequia); 

42.106 Garantizar la protección adecuada de los defensores de los derechos 

humanos, en particular abstenerse de realizar detenciones en virtud de la 

legislación antiterrorista (Noruega); 

42.107 Poner fin al uso de medidas antiterroristas para detener a 

manifestantes pacíficos, periodistas y defensores de los derechos humanos 

(Canadá); 

42.108 Continuar con las medidas encaminadas a la lucha preventiva contra el 

terrorismo y fortalecer los mecanismos dirigidos a la creación de oportunidades 

de empleo (El Salvador); 

42.109 Proseguir los esfuerzos para combatir el terrorismo prestando la 

debida atención a la protección de los derechos humanos (India); 

42.110 Proseguir los esfuerzos de lucha contra la corrupción en el marco de la 

Estrategia Nacional de Lucha contra la Corrupción (2023-2030) (Argelia); 

42.111 Garantizar un mecanismo anticorrupción independiente, transparente 

y responsable en el proceso de aplicación de la tercera fase de la Estrategia 

Nacional Anticorrupción (2023-2030) (Armenia); 

42.112 Garantizar la independencia y la seguridad de los abogados, jueces y 

fiscales mediante salvaguardias legales y prácticas eficaces (Chile); 

42.113 Seguir reforzando la independencia del poder judicial acelerando el 

establecimiento de mecanismos que garanticen a todos los ciudadanos un acceso 

justo y transparente a la justicia (Camerún); 

42.114 Adoptar nuevas medidas para reforzar las garantías de un juicio justo 

y promover el derecho a litigar y a una justicia efectiva (Grecia); 

42.115 Garantizar el Estado de derecho y la protección de todos los ciudadanos 

contra la tortura y otros tratos o penas inhumanos o degradantes (Noruega); 
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42.116 Garantizar que todas las personas privadas de libertad puedan 

comunicarse rápida y regularmente con sus representantes legales y sus familias, 

y beneficiarse de los servicios sanitarios y consulares necesarios y adecuados 

(Canadá); 

42.117 Garantizar el derecho a un juicio justo de conformidad con las 

obligaciones internacionales (Reino de los Países Bajos); 

42.118 Seguir garantizando el derecho a un juicio justo y a las debidas 

garantías procesales en todos los casos (Tailandia); 

42.119 Acelerar los procesos conducentes a la aprobación por el Parlamento 

del nuevo proyecto de Código de Procedimiento Penal, así como a la aprobación 

del proyecto de ley de asilo destinado a regular el estatuto de los extranjeros que 

se encuentran en Egipto o llegan a este país (Togo); 

42.120 Asegurarse de que el nuevo Código de Procedimiento Penal garantiza 

las normas de un juicio justo y poner fin a la práctica de “rotar” a los detenidos 

en prisión preventiva (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte); 

42.121 Garantizar que todas las leyes, procedimientos judiciales y prácticas de 

detención preventiva cumplen las garantías procesales establecidas en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en los artículos 54 y 55 de la 

Constitución (Australia); 

42.122 Adaptar la legislación nacional a las normas internacionales de 

derechos humanos mejorando las normas de detención preventiva y los 

procedimientos en materia de juicio justo, introduciendo una justicia basada en 

la reconciliación, como la libertad condicional, aboliendo los procesos judiciales 

acelerados y reformando las leyes de excepción (Austria); 

42.123 Velar por el pleno respeto de las garantías procesales y de un juicio 

justo para todos los acusados y restringir el uso excesivo de la prisión preventiva, 

entre otras cosas poniendo fin a la práctica de la rotación de causas (Bélgica); 

42.124 Considerar, en caso necesario, la posibilidad de adoptar medidas 

adicionales para la puesta en libertad de las personas que llevan en prisión 

preventiva más de dos años, y seguir mejorando las salvaguardias de la prisión 

preventiva mediante la modificación de la legislación y su rápida aplicación 

(Bulgaria); 

42.125 Garantizar que se respeta la duración máxima legal de la detención 

preventiva y aumentar el uso de medidas alternativas (Canadá); 

42.126 Proseguir los esfuerzos en curso para garantizar la libertad de religión 

y de creencias (Pakistán); 

42.127 Seguir adoptando medidas concretas para garantizar la tolerancia y la 

diversidad religiosas (Sierra Leona); 

42.128 Proseguir y mantener los esfuerzos para promover la libertad de 

opinión y de expresión, en particular considerando la posibilidad de revisar la 

legislación pertinente (Nigeria); 

42.129 Adoptar medidas para promover la libertad de expresión, asociación y 

reunión pacífica, de conformidad con las disposiciones constitucionales de Egipto 

y los compromisos internacionales (República de Corea); 

42.130 Promover y proteger la libertad de expresión y un entorno seguro para 

los defensores de los derechos humanos, los activistas civiles, los periodistas y los 

trabajadores de los medios de comunicación (Letonia); 

42.131 Salvaguardar la libertad de expresión, garantizando la conformidad 

con el derecho internacional y promoviendo medios de comunicación 

independientes, libres de censura y restricciones indebidas (Brasil); 
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42.132 Adoptar las medidas necesarias para garantizar que los defensores de 

los derechos humanos puedan trabajar en condiciones de seguridad y ejercer su 

derecho a la libertad de expresión (España); 

42.133 Garantizar que no se utiliza el derecho penal para silenciar a 

periodistas, defensores de los derechos humanos y abogados, y armonizar la 

legislación pertinente con el derecho internacional de los derechos humanos 

(Liechtenstein); 

42.134 Garantizar la independencia y seguridad de abogados, periodistas y 

defensores de los derechos humanos (Chequia); 

42.135 En estrecha cooperación con la sociedad civil y otras partes interesadas, 

actualizar el marco legislativo relativo a la labor de las organizaciones no 

gubernamentales en consonancia con los compromisos internacionales 

(Lituania); 

42.136 Garantizar la libertad de expresión en línea y fuera de línea, así como 

la libertad de asociación y reunión, en particular permitiendo las reuniones 

pacíficas (Noruega); 

42.137 Garantizar y proteger de forma efectiva el derecho de reunión pacífica, 

adaptando las disposiciones nacionales a las normas internacionales de derechos 

humanos (Chile); 

42.138 Poner fin a las restricciones indebidas al espacio de la sociedad civil, 

como la congelación de activos, la prohibición de viajar, los largos períodos de 

detención preventiva y las detenciones arbitrarias (Suecia); 

42.139 Garantizar los derechos a la libertad de expresión, reunión y asociación 

pacífica, facilitando un entorno favorable, libre y seguro para su ejercicio, 

incluso en línea (Costa Rica); 

42.140 Revisar todos los requisitos que restrinjan indebidamente la libertad de 

reunión pacífica y de asociación, la libertad de expresión y la libertad de los 

medios de comunicación, tanto en línea como fuera de línea (Estonia); 

42.141 Garantizar la libertad de expresión y la libertad de los medios de 

comunicación y la prensa, en línea y fuera de línea (Alemania); 

42.142 Garantizar el derecho a la libertad de expresión para todos, tanto en 

línea como fuera de ella, entre otras cosas permitiendo que todos los periodistas 

y defensores de los derechos humanos lleven a cabo su trabajo sin temor a 

represalias y que todos los egipcios tengan acceso a información libre e 

independiente (Reino de los Países Bajos); 

42.143 Poner en libertad a todas las personas detenidas por ejercer 

pacíficamente sus libertades legítimas de opinión, expresión y reunión, en 

particular a aquellas cuya detención preventiva haya superado los límites 

prescritos legalmente (Australia); 

42.144 Revisar la Ley núm. 149/2019 con vistas a eliminar los requisitos 

indebidamente restrictivos relativos al registro y funcionamiento de las 

organizaciones de la sociedad civil (Chequia); 

42.145 Derogar las leyes restrictivas de las ONG y proteger la libertad de 

expresión (Austria); 

42.146 Eliminar las restricciones impuestas a la sociedad civil para que las 

ONG y los defensores de los derechos humanos puedan operar libremente, y 

desbloquear el acceso a plataformas de noticias y medios de comunicación 

independientes en línea (Nueva Zelandia); 

42.147 Intensificar sus esfuerzos para establecer una sociedad civil libre y 

activa (Albania); 
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42.148 Garantizar que toda la legislación que afecte a las actividades y los 

derechos de los defensores de los derechos humanos esté en consonancia con las 

normas internacionales de derechos humanos, derogando o modificando leyes 

como las relativas al trabajo cívico, la ciberdelincuencia, la regulación de la 

prensa y los medios de comunicación y la lucha contra el terrorismo (Bélgica); 

42.149 Garantizar que los defensores de los derechos humanos y las 

organizaciones de la sociedad civil desempeñen sus funciones con total seguridad 

y libertad (Cabo Verde); 

42.150 Adoptar una estrategia nacional con un enfoque basado en los derechos 

humanos para poner fin a la intimidación, la detención arbitraria y la 

criminalización de los defensores de los derechos humanos, especialmente de las 

defensoras de los derechos humanos de las mujeres y las niñas (Costa Rica); 

42.151 Garantizar la protección de los defensores de los derechos humanos, en 

particular levantar la congelación de activos y la prohibición de viajar que aún 

pesan sobre ellos, y poner en libertad a las personas detenidas arbitrariamente 

(Finlandia); 

42.152 Dejar de restringir y criminalizar la labor de los defensores de los 

derechos humanos, los políticos de la oposición y los representantes de la 

sociedad civil, y poner en libertad a todos los presos políticos (Alemania); 

42.153 Garantizar los derechos a la libertad de expresión y de prensa, entre 

otras cosas adoptando una ley de acceso a la información y desbloqueando los 

sitios web de los medios de comunicación independientes (Suiza); 

42.154 Redoblar los esfuerzos para poner en marcha amplios programas de 

alfabetización digital y mediática (Lituania); 

42.155 Proseguir los esfuerzos para garantizar la libertad de prensa y el 

derecho de acceso a la información (India); 

42.156 Seguir potenciando la participación de la juventud egipcia, a través de 

la iniciativa Unión de Jóvenes de la Nueva República (Nicaragua); 

42.157 Reformar las leyes sobre inmoralidad para impedir que se utilicen 

como instrumento para restringir derechos y libertades fundamentales, 

especialmente los de los activistas, las mujeres y la comunidad LGBTIQ+ (Chile); 

42.158 Promulgar una ley con salvaguardias de derechos humanos que regule 

de forma transparente el uso de programas espía (Costa Rica); 

42.159 Derogar todas las disposiciones de la Ley del Estatuto Personal que 

discriminen a las mujeres y las niñas, especialmente en el matrimonio, el divorcio 

y la custodia (Islandia); 

42.160 Proseguir los esfuerzos para combatir el matrimonio precoz y forzado 

(Yemen); 

42.161 Promulgar, con carácter prioritario, leyes que prohíban el matrimonio 

infantil (Rumanía); 

42.162 Acelerar la adopción del proyecto de ley para prohibir el matrimonio 

infantil (Montenegro); 

42.163 Mantener políticas sociales de apoyo a la familia acordes con los valores 

de la sociedad (Qatar); 

42.164 Continuar la política de protección y apoyo a la familia como unidad 

básica de la sociedad (Arabia Saudita); 

42.165 Continuar la política de protección de la familia y apoyarla como 

unidad básica de la sociedad (Kuwait); 

42.166 Seguir promoviendo los valores familiares y su contribución decisiva a 

la realización de los derechos humanos (Indonesia); 
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42.167 Aplicar la estrategia nacional de lucha contra la trata de personas 

(Yemen); 

42.168 Seguir aplicando medidas para combatir la trata de personas, incluso 

en el marco de la Tercera Estrategia Nacional para Combatir y Prevenir la Trata 

de Personas (2022-2026) (Belarús); 

42.169 Proseguir sus esfuerzos para la aplicación de la Tercera Estrategia 

Nacional para Combatir y Prevenir la Trata de Personas (Grecia); 

42.170 Continuar con la aplicación del plan de acción nacional contra la trata 

de personas (República Democrática Popular de Corea); 

42.171 Continuar la aplicación del plan de acción nacional contra la trata de 

personas (Cuba); 

42.172 Proseguir sus esfuerzos para erradicar la trata de niños y la explotación 

laboral (Burundi); 

42.173 Redoblar los esfuerzos para prestar asistencia a las víctimas de la trata 

sometidas a secuestro, explotación y maltratos físicos (Kirguistán); 

42.174 Redoblar los esfuerzos contra la trata de personas, velando por que las 

víctimas reciban asistencia integral, protección y acceso a la justicia (Perú); 

42.175 Proseguir los esfuerzos de prevención y lucha contra la trata de 

personas y establecer programas de protección centrados en las víctimas 

(Armenia); 

42.176 Poner en funcionamiento y reforzar el mecanismo nacional de 

derivación de víctimas de la trata (Eswatini); 

42.177 Seguir reforzando la aplicación de la estrategia nacional contra la trata 

de personas garantizando los recursos adecuados para el sistema integral de 

protección de las víctimas recientemente establecido, entre otras medidas 

(Filipinas); 

42.178 Seguir adoptando medidas para luchar contra la trata de personas, 

prestando atención y recursos constantes a la protección y el apoyo a las víctimas 

y a la formación y capacitación de los funcionarios competentes (Sri Lanka); 

42.179 Realizar esfuerzos adicionales en los ámbitos de la lucha contra la trata 

de personas y la garantía de una educación sin discriminación (Estado de 

Palestina); 

42.180 Seguir redoblando esfuerzos para luchar contra la trata de personas, 

en particular de mujeres y niños, y proporcionar protección y asistencia efectivas 

a las víctimas de la trata (Chad); 

42.181 Continuar los programas de formación para trabajadores sociales 

sobre la rehabilitación de las víctimas de la trata (Türkiye); 

42.182 Considerar la posibilidad de promulgar leyes para proteger los 

derechos de los trabajadores domésticos y evitar su explotación (Filipinas); 

42.183 Adoptar nuevas medidas para introducir la Ley de Trabajadores 

Domésticos con el fin de reforzar los derechos de los trabajadores domésticos y 

migratorios (Indonesia); 

42.184 Redoblar esfuerzos para reducir el desempleo, especialmente entre las 

mujeres y los jóvenes (Serbia); 

42.185 Reforzar la formación profesional para promover la rápida integración 

de los jóvenes licenciados en el mercado laboral (Camboya); 

42.186 Proseguir los esfuerzos para capacitar a los jóvenes y mejorar su acceso 

a un trabajo decente (Iraq); 
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42.187 Seguir aplicando políticas y estrategias nacionales de derechos 

humanos destinadas a aumentar las oportunidades educativas, empoderar a las 

mujeres y los jóvenes y lograr el bienestar social y económico de todos los 

ciudadanos (Azerbaiyán); 

42.188 Intensificar los esfuerzos para ampliar el alcance de la protección social 

(Iraq); 

42.189 Seguir garantizando la seguridad social a través del programa Takaful 

y Karama y promover la capacitación económica de las mujeres (Tailandia); 

42.190 Garantizar la aplicación continuada de sus políticas de seguridad social 

para salvaguardar el acceso a los recursos y las oportunidades para todos, 

especialmente los grupos y sociedades marginados (Zimbabwe); 

42.191 Seguir garantizando el bienestar y la seguridad social de sus ciudadanos 

a través de los programas de protección social existentes (Brunei Darussalam); 

42.192 Reforzar los programas de protección social para las comunidades 

marginadas, garantizando el acceso de las poblaciones vulnerables a la atención 

sanitaria, la educación y la vivienda (Gambia); 

42.193 Seguir esforzándose por mejorar la calidad de vida y los servicios, como 

se indica en el informe nacional (Eritrea); 

42.194 Seguir esforzándose por orientar eficazmente los programas de 

reducción de la pobreza en las zonas rurales (Malí); proseguir los esfuerzos para 

centrar eficazmente los programas de lucha contra la pobreza en las zonas 

rurales (Viet Nam); 

42.195 Intensificar los esfuerzos en curso para aliviar la pobreza mediante 

programas específicos, y mejorar la seguridad alimentaria y el acceso a la 

sanidad, en particular para las personas consideradas más vulnerables (Bhutan); 

42.196 Proseguir las iniciativas de lucha contra la pobreza y mejorar el nivel 

de vida de las poblaciones vulnerables de acuerdo con la estrategia nacional de 

empleo y el proyecto Mehany 2030 (Djibouti); 

42.197 Seguir aumentando el apoyo a las zonas rurales y remotas, reduciendo 

constantemente la brecha entre ricos y pobres (China); 

42.198 Ampliar las iniciativas para mejorar las condiciones de vida en las 

zonas rurales y mejorar el acceso de los grupos vulnerables a la educación, la 

sanidad y la vivienda (Malasia); 

42.199 Seguir trabajando por una vivienda digna y prestar especial atención a 

los grupos de renta baja y media (Omán); 

42.200 Continuar la aplicación del plan nacional Vivienda para Todos los 

Egipcios, para garantizar el derecho a una vivienda adecuada para todos (Libia); 

42.201 Seguir ejecutando proyectos de vivienda social (Sudán); 

42.202 Garantizar la aplicación y el seguimiento efectivos de la estrategia 

nacional de vivienda, puesta en marcha en 2020, teniendo en cuenta en particular 

a los grupos vulnerables (Angola); 

42.203 Poner en marcha programas de protección social para mitigar los 

efectos de la crisis económica y garantizar el derecho a un nivel de vida adecuado 

para todos (Macedonia del Norte); 

42.204 Acelerar las medidas para aumentar la cobertura de agua potable y 

saneamiento en las aldeas (República Unida de Tanzanía); 

42.205 Proseguir la aplicación de programas nacionales de apoyo a todos los 

sectores socialmente vulnerables de la población (Uzbekistán); 
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42.206 Aumentar las asignaciones presupuestarias para sanidad, educación y 

protección social, con el objetivo de reducir la pobreza y la desigualdad, 

especialmente entre las mujeres y las niñas (República Dominicana); 

42.207 Seguir aplicando la iniciativa Vida Decente, garantizando un acceso 

equitativo a la vivienda, la educación y la atención sanitaria para las 

comunidades rurales (República Islámica de Irán); 

42.208 Proseguir los esfuerzos para acelerar el acceso al más alto nivel posible 

de atención sanitaria para todos los ciudadanos (Malawi); 

42.209 Considerar la posibilidad de ampliar los programas de asistencia 

sanitaria universal, prestando especial atención a las mujeres y los niños 

(Kuwait); 

42.210 Continuar su labor en pro de la cobertura sanitaria universal 

(Georgia); 

42.211 Redoblar los esfuerzos para lograr una cobertura sanitaria universal 

del 100 % para 2030 (Omán); 

42.212 Seguir desarrollando medidas para aplicar plenamente la ley de 

cobertura sanitaria universal (Perú); 

42.213 Reforzar la aplicación de la ley del sistema sanitario universal para 

garantizar la prestación de servicios sanitarios para todos (Sudáfrica); 

42.214 Seguir esforzándose por promover el derecho a la salud y la protección 

de los grupos vulnerables, como las mujeres, las personas con discapacidad y las 

personas de edad (Vanuatu); 

42.215 Proseguir los esfuerzos por mejorar los servicios de salud mental y 

aumentar el número de profesionales de la salud mental cualificados que 

trabajan con niños (Maldivas); 

42.216 Reforzar la aplicación de la estrategia y el plan de acción nacionales 

para proporcionar un acceso igualitario a una educación de calidad a todos los 

niños sin discriminación (República Democrática Popular Lao); 

42.217 Intensificar las medidas para facilitar el acceso a la educación de todos 

los niños, incluidos los niños con discapacidad (Líbano); 

42.218 Proseguir los esfuerzos para mejorar el acceso a una educación de 

calidad para todos (Nepal); 

42.219 Redoblar esfuerzos para garantizar a todos los niños la igualdad de 

acceso a la educación (Serbia); 

42.220 Seguir trabajando para garantizar que todos los niños tengan igual 

acceso a una enseñanza primaria y secundaria gratuita y de calidad (Maldivas); 

42.221 Garantizar que todos los niños tengan igual acceso a una enseñanza 

primaria y secundaria gratuita y de calidad (Sudán del Sur); 

42.222 Aplicar medidas para reducir la tasa de abandono escolar y respaldar 

la Declaración sobre Escuelas Seguras (Colombia); 

42.223 Abordar eficazmente las tasas de abandono escolar entre las niñas, 

especialmente las que viven en zonas rurales (Congo); 

42.224 Proseguir los esfuerzos encaminados a promover el nivel de educación 

en las zonas rurales (Kazajstán); 

42.225 Redoblar los esfuerzos para que todos los niños disfruten de igualdad 

de acceso a una enseñanza primaria y secundaria gratuita y de calidad 

(Bangladesh); 

42.226 Continuar esforzándose por seguir reduciendo las tasas de 

analfabetismo (República Unida de Tanzanía); 
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42.227 Seguir ampliando tanto el acceso a la educación como su calidad, 

haciendo hincapié en las mujeres y las niñas y en quienes viven en zonas remotas 

(Bhutan); 

42.228 Defender el derecho a la educación de los niños del norte del Sinaí 

reparando y reconstruyendo las escuelas dañadas o destruidas, y adherirse a la 

Declaración sobre Escuelas Seguras (Costa Rica); 

42.229 Seguir mejorando la educación en materia de derechos humanos y la 

aplicación de programas de formación dirigidos a las fuerzas de seguridad y los 

funcionarios públicos (Bulgaria); 

42.230 Proseguir los esfuerzos para difundir y promover una cultura de los 

derechos humanos integrándola en los programas escolares (Uzbekistán); 

42.231 Seguir apoyando las iniciativas culturales y creativas dirigidas por 

jóvenes y establecer plataformas para el desarrollo de sus capacidades (Emiratos 

Árabes Unidos); 

42.232 Seguir promoviendo los esfuerzos internacionales para hacer realidad 

el derecho al desarrollo (Kazajstán); 

42.233 Adoptar nuevas medidas para aplicar los objetivos de la estrategia de 

desarrollo sostenible Visión de Egipto 2030 (Azerbaiyán); 

42.234 Elaborar y aplicar políticas nacionales inclusivas que promuevan el 

derecho al desarrollo (Cuba); 

42.235 Seguir aplicando la reforma económica financiera para lograr un 

desarrollo sostenible (China); 

42.236 Seguir reforzando la cooperación internacional y regional para hacer 

efectivo el derecho al desarrollo para todos (Uganda); 

42.237 Continuar la implementación y ejecución de políticas nacionales 

integrales de desarrollo orientadas a mejorar el bienestar de toda la población, 

asegurando la creación de condiciones favorables para un desarrollo equitativo 

para todos (República Bolivariana de Venezuela); 

42.238 Garantizar y reforzar la ejecución del proyecto Vida Decente sobre el 

desarrollo de las zonas rurales de Egipto (República Bolivariana de Venezuela); 

42.239 Seguir aplicando un amplio programa de reformas económicas y 

financieras destinado a promover el desarrollo sostenible, alcanzar los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible y mejorar el bienestar de los ciudadanos y su protección 

social (Belarús); 

42.240 Seguir adoptando medidas para hacer efectivo el derecho al desarrollo, 

en particular mediante proyectos destinados a reducir el desempleo y mejorar el 

nivel de vida (India); 

42.241 Continuar la aplicación de la Estrategia Nacional para el 

Empoderamiento de la Mujer Egipcia 2030 (Albania); 

42.242 Derogar todas las disposiciones discriminatorias para poner fin a todas 

las formas de discriminación contra las mujeres y las niñas (Rwanda); 

42.243 Crear una comisión para combatir la discriminación contra la mujer 

(Colombia); 

42.244 Proseguir los esfuerzos para promover la representación y la 

participación de las mujeres en los tres ámbitos principales de capacitación: 

político, social y económico (Malí); 

42.245 Redoblar los esfuerzos para promover la igualdad de género, haciendo 

hincapié en la adopción de políticas integradoras destinadas a garantizar la 

igualdad de acceso a la educación, el empleo y los puestos de responsabilidad 

(Camerún); 
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42.246 Proseguir los esfuerzos para promover los derechos de la mujer y 

estudiar la posibilidad de promulgar leyes que garanticen la igualdad de género 

en el mercado laboral (Kirguistán); 

42.247 Seguir cerrando la brecha de género entre hombres y mujeres y 

mejorar las oportunidades laborales de las mujeres (Estado de Palestina); 

42.248 Continuar con las medidas para promover la igualdad de género 

mediante la creación de un entorno propicio y de oportunidades para que las 

mujeres accedan al empleo y a la iniciativa empresarial (República Democrática 

Popular Lao); 

42.249 Aumentar el gasto público en planificación familiar integral y 

preparación para la vida reproductiva de mujeres y niñas, y cumplir la 

disposición de la Constitución egipcia de destinar el 3 % del producto interior 

bruto a atención de la salud (Nueva Zelandia); 

42.250 Continuar su labor en el marco del proyecto Vida Decente, el plan 

nacional para promover la igualdad de género en el empleo, la Estrategia 

Nacional para el Desarrollo de la Primera Infancia (2024-2029) y el Marco 

Estratégico para la Maternidad y la Infancia (2018-2030) (Nicaragua); 

42.251 Proseguir los esfuerzos para garantizar la igualdad de derechos y un 

entorno seguro para las mujeres en el lugar de trabajo (Malasia); 

42.252 Reforzar las iniciativas para garantizar la igualdad de derechos de las 

mujeres en el lugar de trabajo, incluida la creación y el mantenimiento de un 

entorno laboral seguro y propicio para las mujeres (Nigeria); 

42.253 Aplicar políticas que protejan los derechos de las niñas y las mujeres 

en las esferas social y política de la vida (Uganda); 

42.254 Reforzar las medidas políticas y las acciones concretas destinadas a 

eliminar todos los obstáculos que impiden a las mujeres ocupar puestos de 

responsabilidad en el país (Cabo Verde); 

42.255 Promover el liderazgo, la representación y la participación de las 

mujeres y adoptar nuevas políticas para abordar los obstáculos estructurales que 

impiden a las mujeres ocupar puestos de toma de decisiones (Ecuador); 

42.256 Redoblar los esfuerzos para aumentar la representación de las mujeres 

en los órganos decisorios (Nepal); 

42.257 Seguir potenciando la participación política de las mujeres y su 

representación equitativa en el Parlamento y el Gobierno (Qatar); 

42.258 Intensificar los esfuerzos para prohibir la discriminación salarial y 

aumentar la representación de las mujeres en los puestos de responsabilidad 

(Burundi);  

42.259 Proseguir sus esfuerzos para garantizar que las mujeres y las niñas 

tengan igual acceso a la enseñanza y la formación técnica y profesional, incluso 

en ámbitos no tradicionales (Serbia); 

42.260 Seguir consolidando los avances logrados en la promoción de los 

derechos de las mujeres y los niños, en todas las esferas pertinentes (Sri Lanka); 

42.261 Garantizar la participación de todas las partes interesadas, 

especialmente las mujeres, en los programas de desarrollo económico para 

promover un crecimiento económico inclusivo y a largo plazo para todos 

(Túnez); 

42.262 Continuar los programas de capacitación económica de las mujeres y 

ofrecer oportunidades de formación para garantizar la participación efectiva de 

las mujeres en el mercado laboral (Emiratos Árabes Unidos); 

42.263 Promover la representación y la participación de las mujeres en los 

puestos de toma de decisiones, incluida la participación a nivel local (Zambia); 
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42.264 Adoptar medidas tradicionales para lograr una mayor representación 

de las mujeres en la vida económica y política del país (Albania); 

42.265 Redoblar esfuerzos para fomentar el empoderamiento económico de las 

mujeres con el fin de cumplir su plan nacional de promoción de la igualdad de 

género en el empleo (Brunei Darussalam); 

42.266 Seguir intensificando sus medidas para lograr un aumento significativo 

de la proporción de niñas matriculadas en programas de posgrado (Omán); 

42.267 Seguir redoblando esfuerzos para eliminar la violencia de género, 

aumentar la participación de las mujeres en las funciones decisorias y garantizar 

la igualdad de acceso a las oportunidades económicas y sociales (Etiopía); 

combatir la violencia de género y empoderar a las mujeres, entre otras cosas 

mediante programas específicos para aumentar su participación económica 

(Chipre); 

42.268 Adoptar todas las medidas legislativas y operativas necesarias para 

garantizar la igualdad de remuneración entre hombres y mujeres en condiciones 

de trabajo similares o análogas (Cabo Verde); 

42.269 Seguir reforzando la capacitación económica de las mujeres como parte 

de la aplicación de la estrategia de desarrollo sostenible Visión de Egipto 2030 

(Camboya); 

42.270 Proseguir los esfuerzos para apoyar y mejorar la condición de la mujer, 

en particular en los sectores político y económico (Chad); 

42.271 Seguir trabajando para promover los derechos de la mujer y lograr la 

igualdad de género en el mercado laboral (Jordania); 

42.272 Aplicar medidas efectivas para proteger a las mujeres, incluida la 

tipificación como delito de la violencia de género, y crear comisiones centradas 

en la justicia y la igualdad de género (República Dominicana); 

42.273 Mejorar los derechos de la mujer tipificando como delito la violencia 

doméstica y revisando la Ley del Estatuto Personal para garantizar el respeto de 

los derechos de la mujer (Alemania); 

42.274 Proseguir los esfuerzos encaminadas a la capacitación económica y la 

inclusión financiera de las mujeres, así como la sensibilización sobre sus derechos 

y la protección de estos (Hungría); 

42.275 Proseguir los esfuerzos en favor de la autonomía de la mujer, entre 

otras cosas mediante leyes de divorcio equitativas (India); 

42.276 Seguir reforzando los derechos de la mujer mejorando los servicios de 

salud reproductiva y atajando la violencia de género (Noruega); 

42.277 Seguir eliminando la discriminación y la violencia contra las mujeres y 

las niñas (Chequia); 

42.278 Reforzar las medidas para promover la igualdad de género y prestar la 

debida atención a la tipificación como delito de todas las formas de violencia 

contra la mujer (Sierra Leona); 

42.279 Promulgar y aplicar efectivamente leyes que eliminen y tipifiquen como 

delito todas las formas de discriminación y violencia contra las mujeres y las 

niñas (Estonia); 

42.280 Garantizar la aplicación efectiva de las políticas de igualdad de género 

y de lucha contra la violencia contra las mujeres (Kazajstán); 

42.281 Acelerar el examen y la aprobación del proyecto de ley para combatir 

todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas (Rumanía); 

42.282 Proseguir los esfuerzos para combatir la discriminación y la violencia 

de género (Malawi); 
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42.283 Continuar con sus iniciativas para proteger los derechos de las mujeres, 

entre otras cosas acelerando las medidas para eliminar la violencia contra las 

mujeres (Japón); 

42.284 Considerar la promulgación de una ley que penalice todas las formas 

de violencia contra las mujeres (Sudáfrica); 

42.285 Tipificar como delito todas las formas de violencia de género y 

establecer medidas preventivas eficaces (Luxemburgo); caracterizar la violencia 

de género como delito (España); 

42.286 Tipificar como delito todas las formas de violencia contra la mujer 

(Uruguay); 

42.287 Seguir reforzando el marco jurídico de lucha contra la violencia 

doméstica (Georgia); 

42.288 Promulgar una ley que tipifique como delito todas las formas de 

violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica, el acoso sexual y los 

asesinatos por motivos de honor (Croacia); 

42.289 Aprobar y aplicar legislación para eliminar todas las formas de 

discriminación y violencia contra las mujeres y las niñas, incluidas la violencia 

doméstica y la violación conyugal (Finlandia); 

42.290 Tipificar como delito todas las formas de violencia contra la mujer, 

incluida la violencia doméstica y la violación conyugal (Portugal); 

42.291 Tipificar como delito la violación conyugal (Islandia); 

42.292 Proseguir los esfuerzos en materia de igualdad entre mujeres y 

hombres y garantizar los derechos de las mujeres prohibiendo la violencia 

doméstica, incluida la violación conyugal (Francia); 

42.293 Promulgar una ley que tipifique como delito todas las formas de 

violencia contra la mujer, incluida la violencia doméstica, el acoso sexual, la 

violación conyugal, la violencia institucional, las pruebas de virginidad y los 

asesinatos por motivos de honor (Eslovaquia); 

42.294 Acabar con la práctica de los exámenes anales forzados y las “pruebas 

de virginidad” forzadas (Canadá); 

42.295 Intensificar los esfuerzos para concienciar tanto a hombres como a 

mujeres sobre el carácter delictivo de la violencia de género (Eslovaquia); 

42.296 Seguir reforzando las medidas para combatir todas las formas de 

discriminación, así como la violencia contra las mujeres y las niñas (Ucrania); 

42.297 Intensificar las campañas de sensibilización para combatir la violencia 

contra las mujeres y las niñas, especialmente en los pueblos y las zonas remotas 

(Guinea); 

42.298 Seguir esforzándose por eliminar la discriminación y la violencia contra 

las niñas y las mujeres, incluso mediante las medidas de prevención y la pronta 

asistencia a las víctimas de la trata (Honduras); 

42.299 Intensificar su labor de elaboración de legislación sobre la violencia 

doméstica para preservar mejor a los miembros de la familia de ese delito 

(Indonesia); 

42.300 Mantener los esfuerzos dirigidos a eliminar la violencia contra los niños 

y las mujeres ampliando los servicios de apoyo y reforzando los mecanismos de 

aplicación de la ley (República Islámica del Irán); 

42.301 Considerar la posibilidad de adoptar nuevas medidas para eliminar los 

castigos corporales a los niños, en particular en las familias, las instituciones 

educativas y los centros de acogida (Mauricio); 



A/HRC/59/16 

GE.25-02820 25 

42.302 Acelerar el proceso de creación de tribunales de menores especializados 

con recursos humanos, técnicos y financieros adecuados (Mongolia); 

42.303 Prohibir expresamente por ley los castigos corporales a los niños 

(Gabón); 

42.304 Seguir intensificando sus esfuerzos para erradicar el analfabetismo 

juvenil (Singapur); 

42.305 Seguir realizando esfuerzos integrales para poner fin al trabajo 

infantil, como prevé el Gobierno de Egipto, mediante intervenciones adecuadas 

(Sri Lanka); 

42.306 Prohibir todos los castigos corporales a los niños en todos los ámbitos, 

incluido el hogar, y derogar todas las disposiciones que justifiquen su uso en la 

crianza de los niños (Uruguay); 

42.307 Proseguir los esfuerzos encaminados a proteger los derechos de los 

niños (Chad); 

42.308 Proseguir los esfuerzos para garantizar la protección de los niños 

contra las peores formas de trabajo infantil (Chipre); 

42.309 Reforzar las políticas de lucha contra el abandono escolar y el trabajo 

infantil (Gabón); 

42.310 Promover la protección de los derechos de los niños en zonas de 

conflicto, garantizando su seguridad, especialmente en el espacio digital, y 

velando por que las escuelas no se utilicen como bases militares (República 

Dominicana); 

42.311 Consolidar la implementación de políticas públicas de infancia y 

primera infancia, fortaleciendo el trabajo del Consejo Nacional para la 

Maternidad y la Infancia (El Salvador); 

42.312 Desarrollar una estrategia para proteger eficazmente a los niños en 

situación de calle y garantizar su integración social (Gabón); 

42.313 Seguir mejorando la calidad de vida de los niños mediante el desarrollo 

de los sistemas de salud y educación para garantizar que todos los niños, 

incluidos los niños con discapacidad, tengan acceso a los servicios básicos 

(Jordania); 

42.314 Seguir respondiendo a los retos que plantea el envejecimiento de la 

población y, en general, mejorar la protección de los derechos de las personas 

mayores (Camboya); 

42.315 Reforzar los organismos nacionales encargados de garantizar los 

derechos de las personas con discapacidad y promover su plena integración en 

la sociedad (Arabia Saudita); 

42.316 Reforzar los organismos nacionales encargados de garantizar los 

derechos de las personas con discapacidad y promover su plena integración en 

la sociedad (Djibouti); 

42.317 Seguir reforzando el acceso a la educación de las personas con 

discapacidad (Singapur); 

42.318 Proseguir los esfuerzos para proporcionar una vivienda adecuada a las 

personas con discapacidad y mejorar los servicios educativos y sanitarios que se 

les prestan (Kirguistán); 

42.319 Proseguir los esfuerzos para apoyar la participación de las personas con 

discapacidad en el proceso de toma de decisiones en ámbitos relacionados con 

sus derechos (Túnez); 
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42.320 Garantizar la participación de las personas con discapacidad en los 

procesos de toma de decisiones sobre asuntos relacionados con sus derechos 

(Cuba); 

42.321 Seguir apoyando a las personas con discapacidad para que participen 

en los procesos de toma de decisiones en asuntos relacionados con sus derechos 

humanos (República Popular Democrática de Corea); 

42.322 Seguir aplicando políticas que apoyen la integración de las personas con 

discapacidad en el mercado laboral y proporcionarles entornos de trabajo 

adecuados (Emiratos Árabes Unidos); 

42.323 Proseguir los esfuerzos para proporcionar una atención óptima a los 

grupos más vulnerables, como las personas con discapacidad y las personas 

mayores (Argelia); 

42.324 Seguir centrándose en estrategias para garantizar las oportunidades de 

empleo de las personas con discapacidad, asegurando su plena inclusión en el 

mercado de trabajo y en la sociedad (Eritrea); 

42.325 Adoptar medidas para combatir la discriminación y la violencia contra 

las minorías religiosas o de creencias (Sudán del Sur); 

42.326 Redoblar los esfuerzos para combatir todas las formas de 

discriminación y violencia contra las minorías religiosas (Congo); 

42.327 Trabajar para concienciar sobre la importancia de respetar la 

diversidad religiosa y cultural, y promover la tolerancia y la aceptación de los 

demás entre diversos sectores de la sociedad, especialmente en pueblos y zonas 

remotas (Bahrein); 

42.328 Impedir la persecución penal por orientación sexual e identidad de 

género, y proteger a personas lesbianas, gays, bisexuales, transexuales e 

intersexuales (España); 

42.329 Derogar la Ley núm. 10/1961 y el artículo 157 del Código Penal, que 

pueden utilizarse para perseguir a personas de orientación sexual o identidades 

y expresiones de género o características sexuales diferentes (Islandia); 

42.330 Poner fin de inmediato a todos los exámenes coercitivos e invasivos de 

personas de orientación sexual o identidades y expresiones de género o 

características sexuales diferentes (Islandia); 

42.331 Reforzar el marco jurídico para la protección de migrantes, refugiados 

y solicitantes de asilo (Senegal); 

42.332 Mejorar la aplicación de políticas que protejan los derechos de todos 

los migrantes y eliminar todas las formas de discriminación (Uganda); 

42.333 Intensificar los esfuerzos nacionales y mejorar la cooperación 

internacional para combatir la migración irregular y la delincuencia organizada 

transnacional (Mozambique); 

42.334 Seguir colaborando con los socios internacionales para mejorar su 

política nacional sobre migrantes y refugiados, garantizando la igualdad de 

acceso a la sanidad y la educación (Zimbabwe); 

42.335 Continuar los esfuerzos actuales para proporcionar protección y 

servicios a los migrantes, refugiados y solicitantes de asilo (Bangladesh); 

42.336 Seguir reforzando las actividades y servicios actuales en favor de 

migrantes y refugiados (Pakistán); 

42.337 Reforzar la protección de los migrantes y solicitantes de asilo 

defendiendo el principio de no devolución, mejorando las condiciones de los 

centros de acogida y garantizando el acceso a la sanidad y la educación, 

especialmente para los niños (Brasil); 
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42.338 Garantizar que la Ley de Asilo de noviembre de 2024 se ajusta a la 

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (Francia); 

42.339 Aplicar la Ley de Asilo, en colaboración con el ACNUR y de acuerdo 

con las obligaciones internacionales de Egipto, incluidos los principios de 

protección y no devolución (Suiza); 

42.340 Respetar el principio de no devolución garantizando protección 

internacional a todas las personas que la soliciten o la necesiten, en particular a 

las detenidas en la frontera por entrada irregular (Níger); defender el principio 

de no devolución garantizando que todas las personas que buscan o necesitan 

protección internacional no sean expulsadas o devueltas a un país en el que 

corran el riesgo de sufrir daños irreparables (Zambia); 

42.341 Redoblar la actividad encaminada a facilitar el acceso efectivo y 

adecuado de los refugiados a los servicios de educación y atención sanitaria 

(Ecuador); 

42.342 Seguir intensificando las iniciativas dirigidas a garantizar que todas las 

comunidades marginadas, incluidas las poblaciones rurales, las personas con 

discapacidad y los refugiados, tengan un acceso equitativo a una educación y 

unos servicios sanitarios de calidad (Etiopía); 

42.343 Seguir adoptando medidas destinadas a facilitar la protección de los 

refugiados y solicitantes de asilo, así como a prestar servicios adecuados a los 

migrantes (Honduras). 

43. Todas las conclusiones y/o recomendaciones contenidas en el presente informe 

reflejan la posición del Estado o Estados que las presentaron y/o del Estado examinado. 

No debe interpretarse que han recibido el respaldo del Grupo de Trabajo en su 

conjunto. 
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